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Resumen 
     La ley 80 de 1993 establece que el contrato de concesión se caracteriza por el aprovechamiento 
de un bien u obra designados al servicio público que brinda una entidad estatal a un tercero 
denominado concesionario, entendiéndose el concesionario facultado para realizar la explotación 
del espacio brindado, entre otras, la posibilidad de celebración de contratos de arrendamiento sobre 
los bienes concesionados.  
En el caso que el concesionario suscribe un contrato de arrendamiento de naturaleza comercial 
con un tercero, resultan aplicables los derechos otorgados por la legislación mercantil en cuanto a 
la renovación del contrato a favor del arrendatario. En todo caso, la temporalidad o vigencia de la 
concesión y del contrato de arrendamientos son aspectos que están relacionados.  
El arrendatario tiene derecho a la renovación del contrato, ocupando el inmueble no menos de 
2 años consecutivos, norma de carácter imperativo acorde al Código de Comercio. Con ello los 
problemas de armonización de los plazos contractuales cuando la concesión termina de manera 
anticipada o previo al contrato de arrendamiento.   
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Leasing of fiscal assets granted in concession: the tension between the right of renewal in 
the commercial lease and the term of the concession contract 
Abstract  
Law 80 of 1993 establishes that the concession contract is characterized by the use of a good or 
work designated for public service that a state entity provides to a third party called a 
concessionaire, understanding the concessionaire empowered to exploit the space provided, among 
others. , the possibility of entering into lease contracts on the concessioned assets. 
In the event that the concessionaire signs a commercial lease with a third party, the rights granted 
by commercial legislation regarding the renewal of the contract in favor of the lessee are 
applicable. In any case, the timing or validity of the concession and the leasing contract are aspects 
that are related. 
The tenant has the right to renew the contract, occupying the property for no less than 2 consecutive 
years, a mandatory rule according to the Commercial Code. With this, the problems of 
harmonization of the contractual terms when the concession ends early or prior to the lease. 
Keywords: Right to renew the commercial lease; Fiscal assets; Concession contract; Imperative 
nature of the norm; Colombia; Colombian Commercial Code; business colligation. 
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La presente investigación crea un debate frente al caso en el que: I) una entidad pública bajo el 
estatuto de contratación estatal establecido en la Ley 80 de 1993 celebra un contrato de concesión 
que implica la entrega y/o uso de un bien a cuenta y riesgo de un tercero (concesionario) II) El 
concesionario dentro de su esquema de negocios, a su cuenta y riesgo decide celebrar sendos 
contratos de arrendamiento de naturaleza comercial bajo la aplicación del derecho privado, sobre 
el bien que le fue concesionado, esta relación y/o estas formas negociales al recaer sobre el mismo 
bien  presentan una serie de aspectos que deben ser resueltos, por ello la pregunta de investigación 
es la siguiente: ¿La temporalidad del contrato de concesión restringe el derecho imperativo de 
renovación del contrato de arrendamiento mercantil? Lo anterior, bajo el entendido de que el objeto 
del contrato de arrendamiento es un bien fiscal otorgado en concesión al concesionario y/o 
arrendador.  
Por lo anterior, el término del contrato de arrendamiento comercial y/o la renovación del mismo 
se pretenderían supeditadas al término del contrato de concesión, bajo el entendido de que los 
contratos estatales deben constar por escrito como requisito de existencia de los mismos y de 
acuerdo con Bahamón (2018) “para el perfeccionamiento del contrato estatal basta el acuerdo 
sobre el objeto y la contraprestación, acompañados de su reducción a escrito” (p.32). Por lo cual, 
no hay cabida a una prórroga tácita del contrato de concesión, ya que afectaría la esencia del 
contrato mismo y/o sus modificaciones, generando una nulidad absoluta. Por el contrario, la 
legislación comercial si contempla normas imperativas que brindan derechos al comerciante, como 
lo es el derecho de renovación de un contrato de arrendamiento. Siendo así, para resolver el 
interrogante que pretende resolver la autora es necesario conocer el fondo del derecho de 
renovación del contrato de arrendamiento comercial. Recalcando Baena (2013) “el comerciante 
crea una nueva riqueza, tolerando que la competencia desleal minimice esa fuente de trabajo 
constituida por la empresa, dicha protección se concreta por medio del derecho a la renovación del 
contrato de arrendamiento a su vencimiento” (p.46) recalcando de lo anterior que se trata de un 
derecho de carácter imperativo, acorde al artículo 524 del código de comercio, y de acuerdo con 
Montesquieu (2016) “nadie se encuentra obligado a hacer cosa ninguna que la ley no ordene” 
(p.231) y una vez cumplidos requisito establecidos en el artículo 518 del código de comercio el 
arrendador y/o concesionario (respectivamente) se entendería obligado a cumplir con el derecho 
 
de renovación del contrato de arrendamiento, de conformidad con la buena fe contractual que como 
afirma Hinestrosa (2007) “se trata de un principio ético-social que marca la materia, es un principio 
de solidaridad contractual que se especifica en hacer lo posible para proteger el interés de la 
contraparte dentro de los límites de un sacrificio apreciable” (p.76).  En este sentido, y según lo 
establece Mendoza (2008) “debe afirmarse que la protección de la buena fe ha venido siendo, al 
menos desde los llamados glosadores y posglosadores, uno de los principios tutelares del derecho 
en general y, de manera muy especial, del derecho privado” (p,15).  
Acorde a lo anterior, y bajo un supuesto, no resultaría entonces valido realizar un otrosí 
modificatorio a las condiciones inicialmente pactadas en el contrato de arrendamiento comercial, 
en el sentido de que el comerciante renuncie al derecho de renovación del contrato, generando un 
fraude a la ley imperativa, de acuerdo con Peña (2014) “eludiendo o soslayando la aplicación de 
una norma desfavorable y lograr que otra y en sentido distinto no siendo configurativa en su inicio 
al caso en particular le sea aplicable de manera favorable obteniendo un beneficio” (p.64), bajo el 
entendido de que el arrendador se encuentra adherido al término del contrato de concesión. Esto 
bajo el supuesto de que el arrendamiento podría entenderse como un negocio coligado respecto 
del contrato de concesión ya que, la calidad de arrendador del concesionario la obtiene 
exclusivamente del contrato de concesión y el término del mismo, sin que por esta razón y acorde 
al artículo 524 del código de comercio puedan pactarse válidamente estipulaciones contrarias a 
derecho, sin que esto altere la autonomía de la voluntad privada, de acuerdo con Castro (2015) “es 
esa facultad de participación privada, reconocida por el Estado, para que los particulares puedan 
darse su propio derecho, y su propia reglamentación, respecto a lo que pretenden hacer de su 
patrimonio y de sus derechos íntimos y personalísimos” (p. 106).  
El presente artículo pretende entonces evidenciar cual es el alcance del derecho de renovación 
que favorece al arrendatario dentro de un contrato de arrendamiento comercial, cuando el objeto 
del mismo, recae sobre un bien fiscal otorgado en concesión al arrendador, bajo el entendido de 
que el derecho de renovación es un derecho imperativo.  
Por lo anterior, y una vez planteadas las problemáticas que a lo largo del trabajo serán tratadas, 
el mismo toma drástica importancia teniendo en cuenta que es un tema que a la fecha no ha sido 
desarrollado jurisprudencialmente, ni doctrinalmente, tratándose de que uno de los extremos del 
contrato de arrendamiento es un comerciante que fomenta el desarrollo económico de Colombia.  
 
Teniendo en cuenta lo anterior, la autora realiza una investigación dogmática jurídica, a partir 
del análisis de la Ley 80 de 1993, el Código de Comercio, y demás normas pertinentes y 
concordantes con la pregunta problema, consultando la normatividad vigente expedida por el 
órgano competente, sentencias de altas cortes nacionales e internacionales con el fin de formar la 
línea jurisprudencial trazada. Adicional a lo anterior, serán revisados artículos de investigación en 
materia del contrato de arrendamiento comercial y finalmente la autora examinará la doctrina como 
fuente del derecho, con el fin de identificar diversas posiciones doctrinales respecto de los 
principios aplicables en materia del derecho de renovación de un contrato de arrendamiento 
comercial, la autonomía de la voluntad, la buena fe, entre otros. Lo anterior, y de acuerdo con 
Agudelo (2018) que afirma: “desde los problemas jurídicos en los que se afronta la práctica legal, 
el agente investigador correlaciona y valora normas de derecho de distintos ordenes con la 
finalidad de proponer una alternativa de respuesta normativa para el problema jurídico” (p.32).  
1. Marco histórico del fundamento económico del derecho de renovación en el contrato 
de arrendamiento mercantil  
La ley ha brindado a los comerciantes derechos de carácter imperativo, entre otros, el derecho 
de renovación del contrato de arrendamiento comercial, esto cuando el arrendatario ha ocupado 
por no menos de dos años consecutivos el inmueble objeto de arrendamiento. El derecho en 
referencia se encuentra estipulado en el artículo 518 y subsiguientes del Código de Comercio y el 
comerciante es susceptible de ser privilegiado con el mismo, cuando ha cumplido a cabalidad el 
contrato de arrendamiento previamente celebrado. 
Con el fin de brindar un breve acercamiento histórico, respecto del fundamento económico del 
derecho de renovación del contrato de arrendamiento comercial, contemplado en el artículo 518 
del Código de comercio “mucho más influenciado por la moderna redacción de los códigos más 
recientes dentro del ámbito europeo” (Castro, 2015, p.114), resulta pertinente aludir al artículo 20 
numeral 15 de la Ley 16 de 1968, por medio de la cual el Congreso revistió al Presidente con 
facultades extraordinarias para dictar normas sobre diferentes materias, entre ellas “para una 
revisión final hecha por una comisión de expertos en la materia, expida y ponga en vigencia el 
proyecto de ley sobre Código de Comercio que se halla a la consideración del Congreso Nacional” 
(Ley 16, 1968). Al respecto la Corte Suprema de Justicia en Sentencia fechada el 29 de noviembre 
de 1971, citando las palabras de la comisión de expertos menciona:  
 
La comisión considera que el concepto romano de la propiedad ha evolucionado 
considerablemente y ha perdido parte de su rigidez individualista, para recibir también el 
benéfico choque de las realidades sociales, que han humanizado el derecho moderno y que 
han dado una fecunda virtualidad a los principios del enriquecimiento sin causa y del abuso 
de los derechos. (Corte Suprema de Justicia, 1971, p.7) 
Acorde a lo anterior, resulta pertinente recalcar que la propiedad cumple una función social, 
esto según el artículo 57 de la Constitución Política de Colombia, que al respecto menciona: “La 
propiedad es una función social que implica obligaciones” (Constitución Política de Colombia, 
1991). Premisa respecto de la cual sostiene la Corte Suprema de Justicia (1971): 
Contiene dos grandes proposiciones político-jurídicas. La consagración y el respeto a la 
propiedad privada y la erección de la misma en función social, hay un interés general 
comprometido en la subsistencia de toda empresa industrial o comercial, porque el trabajo 
estable y organizado es siempre mucho más productivo y ventajoso para un país que el 
trabajo simplemente ocasional. Este es un criterio que se ha abierto amplio camino en el 
derecho moderno; es el que inspira, en gran parte, el derecho italiano codificado en 1942, 
que hace de la noción angular del sistema de ese Código; es el que inspira la legislación 
mexicana sobre quiebras en la que se previene que siempre debe preferirse la venta en 
bloque de un establecimiento de comercio, para no desintegrarlo sino cuando no es posible 
esa forma de enajenación; y es, asimismo, el que inspira también la legislación brasileña 
sobre quiebras, que consagra, más o menos, el mismo principio de la legislación mejicana. 
Porque es bueno observar que, como lo anota Savatier, el derecho civil moderno ha sufrido 
importantes metamorfosis sociales y económicas, para cumplir una función que no fue 
prevista en los primitivos códigos, precisamente porque la vida económica de entonces era 
menos desarrollada y menos compleja. Y así es como el derecho del propietario no puede 
menos de ser armónico con el del empresario, para que el interés privado del arrendador no 
absorba ese interés general que representa la subsistencia normal de la empresa o de las 
formas organizadas de actividad económica. Porque la continuidad de la empresa no puede 
asegurarse de manera completa si el que organiza un negocio y lo desarrolla hasta colocarlo 
en un grado de buena productividad puede verse, de un día para otro, privado de esa 
concreción material de sus esfuerzos que representa la clientela, el prestigio adquirido por 
 
su establecimiento y el mismo avivamiento, que es tanto más valioso cuanto más se funda 
en elementos objetivos. (p.5) 
Para dar continuidad a la historia del fundamento ideológico del derecho de renovación del 
contrato de arrendamiento comercial, menciona la Corte Suprema de Justicia en Sentencia (1971), 
citando a la comisión de expertos en materia:  
La Comisión -siguiendo muy de cerca el decreto francés de 1953- ha propuesto, como parte 
integrante de su proyecto sobre esta materia, una serie de preceptos destinados a regular las 
relaciones entre los propietarios y los arrendatarios de locales ocupados con 
establecimientos de comercio. Porque es indudable que quien ha acreditado un 
establecimiento de comercio y ha creado en torno a él una clientela que se orienta más 
por el local ocupado que por cualquiera otra circunstancia, ha creado uno de esos 
elementos inmateriales que incrementan el rendimiento o la productividad de toda 
empresa. Y ese elemento, no es fruto de la actividad del propietario sino de la del 
arrendatario; por eso es digno de protección en quien lo ha creado, y no es justo que 
sea el mismo propietario el que se beneficie con él y por convertirse, casi siempre, en 
instrumento o aliado de la competencia desleal, que generalmente utiliza estos medios para 
aprovechar la labor y la paciente espera de otros. (Negrilla no es del original) (Corte 
Suprema de Justicia, 1971, p.7). 
(…) 
La primera idea fundamental que inspira el proyecto es, pues, la de que ese elemento 
inmaterial de que se habla tiene toda la entidad de un verdadero objeto de propiedad 
privada, distinto del objeto de la propiedad del arrendador, que debe protegerse en su 
propietario contra cualquier abuso del derecho del arrendador, y para evitar que éste se 
enriquezca sin causa, aprovechando la labor de un inquilino a quien se priva de un derecho 
creado por él. (p.7).  
De lo anterior, resulta válido resaltar acorde con el espíritu de la comisión de expertos, que el 
sujeto pasivo del derecho de renovación al contrato de arrendamiento comercial es el arrendador, 
toda vez que el derecho de renovación favorece al arrendatario. Pese a lo anterior, la comisión de 
 
expertos y/o el legislador en un sentido muy amplio quiso proteger al arrendador al afirmar lo 
siguiente:  
Derecho a la renovación del contrato de arrendamiento cuando éste ha tenido una duración 
no inferior a dos años. Porque se considera que ese tiempo es suficiente para que se 
cumplan todas las etapas iniciales de organización de una empresa y para que el empresario 
dé a conocer y acredite su establecimiento. Tiempo que es, por lo demás, suficiente para 
que el arrendatario demuestre sus buenas condiciones de inquilino, mediante un 
cumplimiento adecuado del contrato, con el pago oportuno de la renta, el buen uso y 
la buena conservación del local. Con la aclaración muy importante de que no se trata del 
derecho a una prórroga del contrato sino a una renovación, esto es, que no es el primitivo 
contrato el que va a seguir rigiendo sino uno nuevo, que puede acordarse o celebrarse con 
sujeción a las circunstancias, especialmente en cuanto a precio y condiciones de utilización 
de la cosa arrendada. Esta circunstancia de que se trata de un nuevo contrato tiene toda la 
importancia de permitir reajustar las condiciones de las relaciones entre arrendatario, para 
restablecer un justo equilibrio de sus mutuos intereses. (Negrilla no es del original). (Corte 
Suprema de Justicia, 1971, p.8). 
(…) 
Para salvar a todo trance el régimen del contrato de arrendamiento, esto es, para que no se 
entienda que el derecho a su renovación puede interferir las relaciones creadas entre las 
partes por el mismo contrato, se advierte con toda claridad que las garantías anteriores no 
puedan impedir que el arrendador pida la restitución de los locales por incumplimiento del 
arrendatario a las cláusulas del contrato relacionadas con el pago de la renta, la destinación 
y la conservación, de la cosa arrendada (artículo 40). Porque no se trata de hacer salvedades 
en favor del inquilino mientras esté ejecutándose el contrato, ya que en todo ello queda 
sujeto a las reglas comunes sobre arrendamiento; se trata simplemente de regular la 
situación en que queda, al terminar el contrato, en relación con las ventajas inmateriales 
que haya creado en desarrollo de su empresa (p.8). 
Adicionalmente, resulta adecuado citar a Jaime Arrubla Paucar (2008), quien afirma:  
Si el propietario del inmueble donde funciona el establecimiento de comercio pudiese en 
cualquier momento desahuciar al inquilino para provocar la terminación del contrato y no 
 
prorrogarlo, podría aprovecharse del buen nombre, de la fama y de la clientela lograda 
por el empresario e instalaría su propio establecimiento idéntico o similar al que allí 
funcionaba. Es indudable que el empresario que acredita un establecimiento de comercio 
atrae a una clientela, la cual se orienta por el sitio que ocupa el establecimiento; ese 
establecimiento acreditado, puede influir en todo un sector valorizándolo e incluso ese 
intangible puede constituirse en un momento dado en el elemento más importante de todo 
el establecimiento de comercio. Por todo esto no es posible permitir al propietario del local 
que abuse, que se beneficie del esfuerzo y del trabajo del empresario. (Negrilla no es del 
original). (p.37) 
Por lo anterior, es evidente que el legislador brindó un sistema proteccionista al Código de 
Comercio, respecto del comerciante, resguardo que la doctrina ha llamado “propiedad comercial”, 
que por un lado Jaime Alberto Arrubla (2008), menciona:  
Para atender a esa inquietud de protección al propietario del establecimiento, que es 
arrendatario del local comercial donde funciona, se ha establecido en muchos países la 
propiedad comercial, que consiste en una serie de derechos que se otorgan al arrendatario 
de un local comercial, derechos que estriban a veces en una prórroga, o el derecho a una 
prima especial por desocupación o a una opción de compra para el evento de que el dueño 
del local quiera venderlo (p.37). 
Por otro lado, Jaime Gil (1981) sostiene: 
Al lado de la propiedad civil, del dominio y de sus distintos derechos, más o menos 
limitados, surge la situación privilegiada del comerciante que ha ocupado legítimamente 
como arrendatario un local comercial, durante el término de dos años, adquiriendo así al 
menos para mí un derecho real”. (p.28). 
Con relación a la anterior cita, la autora considera que es temerario afirmar que el arrendatario 
de un contrato de arrendamiento comercial adquiere un derecho real sobre el inmueble objeto del 
arrendamiento. Lo anterior, justificado en que al ser un contrato por medio del cual simplemente 
se otorga el goce de la cosa a cambio de una remuneración, el mismo no es objeto de registro y 
por lo tanto, no hay un traspaso respecto de la propiedad.  
Adicionalmente, como se ha mencionado antes, la ley comercial claramente protege el estatus 
del comerciante (arrendatario) frente a su clientela, pero parcialmente el derecho de propiedad del 
arrendador se ve limitado, más no es despojado del mismo, al poder realizar el desahucio en casos 
 
taxativos que se mencionarán más adelante. Para dejar en claro el enigma presentado respecto de 
la llamada “propiedad comercial” la Corte Suprema de Justicia (1971) aseveró:  
El derecho de renovación contra lo que estima la demanda, no implica una eliminación 
del derecho de propiedad, ni una congelación de cánones, sino una renovación o 
prerrogativa para el inquilino a continuar utilizando el mismo inmueble, ya acreditado, 
aunque no necesariamente en las mismas condiciones primitivas. (p.9) (Negrilla no es del 
original)  
Es preciso mencionar que, a pesar de que el arrendatario (comerciante) cuenta con su derecho 
imperativo a la renovación del contrato de arrendamiento una vez cumpla los requisitos antedichos, 
y de acuerdo a lo anterior, el propietario y/o arrendador no es despojado de los elementos que 
configuran la propiedad sobre el bien objeto de arrendamiento, puesto que este último podrá 
disfrutar del inmueble realizando el desahucio al arrendatario en debida forma, esto es “con no 
menos de seis meses de anticipación a la fecha de terminación del contrato” (Código de Comercio, 
Art. 520) lo anterior, siempre y cuando su decisión se terminar el contrato de arrendamiento esté 
debidamente fundada en las situaciones que brinda el artículo 518 del Código de Comercio, en los 
numerales dos (2) y tres (3), situación que funda la Corte Suprema de Justicia (1971) en los 
siguientes términos:  
No es que se pretenda limitar o desconocer el derecho de propiedad del arrendador sino 
proteger simplemente un elemento creador de beneficios económicos que no es obra del 
propietario sino del inquilino, para que cada uno ejerza su derecho en la medida de lo que 
es suyo. (p.7) 
Téngase en cuenta que la el legislador y/o comisión de expertos hizo un especial énfasis en que 
el derecho es a la renovación, más no a la prórroga del contrato, términos que implican situaciones 
totalmente diferentes, aclarando que la renovación involucra unas nuevas condiciones 
contractuales; por el contrario, la prórroga conlleva las mismas condiciones contractuales 
preestablecidas por las partes, al respecto afirma la Corte Suprema de Justicia (1971).  
Para hacer énfasis en la idea de que no se trata de una prórroga del mismo contrato sino de 
su renovación, esto es, de la celebración de un nuevo contrato que sustituya el anterior, se 
insiste en el artículo 35 del proyecto en que 'tanto el arrendador como el arrendatario 
tendrán derecho a modificar el contrato... si las circunstancias así lo imponen. Y, para 
 
facilitar esos reajustes, se prevé que las dificultades o desacuerdos que ocurran entre las 
partes han de ser decididas por árbitros designados por ellas mismas, con el fin de obtener 
una solución oportuna y ajustada a la realidad comercial o económica del momento. Esta 
posibilidad cíe de hacer reajustes en las condiciones del contrato la considera la Comisión 
más útil que el control de precios ejercido por el Gobierno, que tiene el inconveniente 
precisamente de que impide esos reajustes equitativos y oportunos. (Corte Suprema de 
Justicia, 1971, p.8). 
Además, José Alejandro Bonivento (2015) afirma:  
La figura de la prórroga tiene una proyección sustancial diferente: mantener el contrato 
existente, con todas sus consecuencias y efectos, bajo las mismas condiciones de tiempo y 
precio del contrato prorrogado. En la renovación hay un nuevo contrato, en la prórroga es 
el mismo el que regirá las relaciones de los contratantes, por mandato de la ley (p.376). 
2. Derecho comparado  
Para comenzar, es pertinente recalcar que bajo la Ley 16 de 1968 el presidente de Colombia fue 
delegado con facultades extraordinarias para formar una comisión de expertos que expidieron y 
asentaron la vigencia del proyecto de ley sobre el Código de Comercio. Al respecto, y según la 
información que antecede, dicha comisión basó su doctrina en el derecho francés. Razón por la 
cual, el primer país respecto del cual se realizará una comparación será de Francia, así:  
Como primera medida el derecho francés contempla una norma detallada de 68 artículos, a 
diferencia del Código de Comercio Colombiano que solamente cuenta con 7 artículos sobre la 
materia objeto de investigación.  
Para el derecho Francés, el contrato de arrendamiento comercial “no podrá ser inferior a nueve 
años” 1 (Traducción del Código de Comercio Francés, art. L145-4, 2006, p29). Además, prevé la 
ley que: “el derecho a la renovación del contrato de arrendamiento sólo podrá ser invocado por el 
propietario del fondo de comercio que se explote en esos locales” 2 (Traducción del Código de 
Comercio Francés, Art. 145,p.8). Adicionalmente “la duración del contrato de arrendamiento 
 
1 La durée du contrat de location ne peut être inférieure à neuf ans. (texto original en francés) 
2 Le droit au renouvellement du bail ne peut être invoqué que par le propriétaire du fonds qui 
est exploité dans les lieux.(texto original en francés) 
 
renovado será de nueve años salvo que haya acuerdo de las partes para una mayor duración”3 
(Traducción del Código de Comercio Francés , Art. L145, 12).  
Al respecto, Xavier Skowron Gálvez (2018) aclara:  
Las disposiciones legales francesas relativas a los arrendamientos comerciales protegen 
únicamente las actividades previstas en el contrato. Por lo que, si el arrendatario ejerce 
cualquier otra actividad, no prevista en el contrato, incurre en el riesgo de una rescisión del 
mismo, o un rechazo de renovación sin indemnización por desalojo. (p.2) 
(…) 
Es necesario que la actividad que explote el arrendatario de manera efectiva en el local, 
prevista en el contrato de arrendamiento comercial, sea idéntica a la actividad declarada en 
el registro mercantil. Si el arrendatario ejerce una actividad diferente a la mencionada en 
el registro mercantil, incurrirá en la pérdida del beneficio del régimen protector de los 
arrendamientos comerciales. (p.2).  
     Resulta llamativo el término imperativo que brinda la ley en Francia respecto de la duración y 
renovación del contrato (9 años) tiempo que, en caso de renovarse, será de mínimo nueve años, 
pudiendo ser superior. Al respecto la Ley Colombiana, resulta más proteccionista al brindar al 
comerciante su derecho de renovación cuando el comerciante “haya ocupado no menos de dos 
años consecutivos el inmueble con un mismo establecimiento de comercio” (Código de Comercio 
Colombiano, Art. 518).  
     Téngase en cuenta que la ley francesa exige como requisito para la renovación del contrato de 
arrendamiento comercial que la descripción de la actividad comercial previamente registrada ante 
el registro comercial del arrendatario, sea la identifica frente a la que desarrolla en el local objeto 
de arrendamiento, caso en que la Ley colombiana no es tan estricta al mencionar “el empresario” 
es decir la persona que reiteradamente ejerce actos de comercio, quien tiene el derecho de exigir 
la renovación del contrato una vez cumpla los requisitos establecidos en el Código de Comercio 
Colombiano.  
     Pese a lo anterior, son exactas ambas legislaciones en el sentido de estipular que no serán 
válidas las cláusulas que pudieren hacer las partes respecto de no posibilitar el ejercicio del derecho 
 
3 La durée du bail renouvelé est de neuf ans sauf accord des parties pour une durée plus 
longue.(texto original en francés) 
 
de renovación, así lo estipula el Art. L-145-15 del Código de Comercio Francés y 524 del Código 
de Comercio Colombiano.  
     Por el contrario, en España los arrendamientos mercantiles se sujetan como primera medida a 
lo pactado por las partes y subsidiariamente por la Ley 29 de 1994 (Ley de arrendamientos 
Urbanos), según lo establece el artículo 4.3, así:  
 Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 1, los arrendamientos para uso distinto del de 
vivienda se rigen por la voluntad de las partes, en su defecto, por lo dispuesto en el título 
III de la presente ley y, supletoriamente, por lo dispuesto en el Código Civil (p.2) 
     El artículo previamente citado es claro en indicar que las normas aplicables de la misma son las 
dispuestas desde el título III, que regula las rentas y mejoras dentro del contrato de arrendamiento, 
razón por la cual para el tema objeto de investigación no resulta aplicable ampliar la investigación 
respecto de la Ley de vivienda urbana española. Sin embargo, el artículo previamente citado 
también indica que supletoriamente es aplicable el código civil español, el cual indica en su artículo 
1566: 
Si al terminar el contrato, permanece el arrendatario disfrutando quince días de la cosa 
arrendada con aquiescencia del arrendador, se entiende que hay tácita reconducción por 
el tiempo que establecen los artículos 1.577 y 1.581, a menos que haya precedido 
requerimiento. (p.125). 
De lo anterior, es de resaltar que la ley española brinda la figura del aplazamiento del contrato, 
sin aclarar si hace alusión a la prórroga o a la renovación del mismo. Sin embargo, remite a dos 
artículos, siendo el más claro el artículo 1581, así “Si no se hubiese fijado plazo al arrendamiento, 
se entiende hecho por años cuando se ha fijado un alquiler anual, por meses cuando es mensual, 
por días cuando es diario” (Código Civil Español, 1889, p128). Siendo claro el plazo por el cual 
se entendería aplazado el contrato.  
     Finalmente, como tercera comparación, la autora realizará a continuación el estudio de la 
legislación Estadounidense, específicamente del estado de California, en donde y como se 
demuestra con la jurisprudencia citada a continuación la autonomía de la voluntad privada 
otorgada a las partes es amplia, en el sentido de que las mismas pueden determinar si dentro del 
clausulado del contrato pactan la llamada opción de renovación, con el cumplimiento de una 
notificación escrita al arrendador, en caso de que las mismas partes lo pacten, así se evidencia en 
 
el caso JEFFREY KAVIN, INC demandante y apelante contra Harold Frye et al, demandados 
(2012):  
Para hacer valer el derecho a renovar un contrato de arrendamiento según lo dispuesto 
por una opción de arrendamiento, el inquilino debe informar al arrendador en términos 
inequívocos de su intención incondicional de ejercer su opción, dentro del tiempo, de la 
manera y en los términos establecidos en el contrato de arrendamiento (p.11).  
(Negrilla no es del original)  
(…)  
Una opción es una oferta mediante la cual un promitente se compromete por adelantado 
a hacer un contrato si el optativo acepta los términos y dentro del tiempo designado en la 
opción. Los tribunales son estrictos al hacer que un optativo cumpla exactamente con los 
términos de la opción. (p.12).  
Es decir, a diferencia de la legislación colombiana en donde el derecho a la renovación es 
imperativo, ósea, opera en razón de la voluntad de la ley, en el estado de California es una cláusula 
pactada por las partes, las mismas en razón o con ocasión de su autonomía de la voluntad están en 
total libertad de pactar o no la renovación automática del contrato, llamada opción de renovación. 
La autonomía de la voluntad es justificada por el profesor de la universidad de Harvard, Duncan 
Kennedy (2000):   
El principio de autonomía en el contrato surgió con el surgimiento de la teoría de la 
voluntad, que se desarrolló como resultado de diversos pensamientos jurídicos y 
filosóficos en los siglos XVII y XVIII. La teoría de la voluntad sostiene que un individuo 
debe tener la libertad de asumir obligaciones contractuales en su propio trato cuando lo 
desee, en las condiciones que crea convenientes, discutir y negociar libremente estas 
condiciones y los efectos y extinción de la obligación con la otra parte contratante de 
derecho. (p.15).  
Pese a lo anterior, la Sentencia previamente aludida, menciona la Corte Suprema de Estados 
Unidos, para referir la posibilidad de renunciar a la notificación previa al arrendador por parte del 
arrendatario, de comunicar la opción de renovación del contrato de arrendamiento mercantil. Pese 
a lo anterior, también es clara en establecer que de conformidad con la actitud de las partes es 
posible renovar el contrato de arrendamiento:  
 
En 1933, nuestra Corte Suprema sostuvo que una opción para extender el término del 
arrendamiento podría ser ejercida por la conducta de las partes del arrendamiento y 
después del tiempo del vencimiento del término original del arrendamiento, sin que el 
arrendatario de aviso por escrito como se estableció en el contrato de arrendamiento, 
cuando el arrendador hubiera renunciado al requisito de notificación por escrito para 
ejercer la opción. (P. 20).  
                   (…) 
            Un arrendatario que continúa en posesión después del vencimiento del plazo original 
del arrendamiento ejerce la opción de extender el arrendamiento cuando el 
arrendamiento no requiere que el arrendatario de aviso de su intención de ejercer la 
opción. (p.21).  
Es decir que, el pacto respecto de la notificación es opcional, pero el tribunal estadounidense 
no estableció específicamente que permanecer en posesión en el inmueble objeto de arrendamiento 
no es un ejercicio de la opción de extender el arrendamiento cuando el contrato proporciona 
condiciones para ejercer la mencionada opción de renovación.  
Finalmente, y con el fin de encontrar un punto de comparación entre el objeto de la presente 
investigación y la jurisprudencia norteamericana, específicamente del estado de California, que 
logrará llegar a servir como fundamento de una posible conclusión de la presente investigación, se 
cita la sentencia de Agosto Cicinelli (Demandados) Vs Genichiro Iwasaki (Apelantes), por medio 
de la cual se cita la sentencia Constante M. Goytino Penilla y otros (apelantes) contra Gerstenkorn, 
así:  
Por lo tanto, cuando el arrendatario ha ejercido una opción para renovar un contrato de 
arrendamiento, su derecho a la posesión del local por el término adicional no puede 
ser anulado por las acciones del propietario. El arrendatario tiene derecho al 
cumplimiento específico del convenio para renovarlo. (Agosto Cicinelli (Demandados) 
Vs Genichiro Iwasaki (Apenaltes), 1959, p.12). (Negrilla no es del original). 
Sentencia que, resulta llamativa para el objeto de la presente investigación en el sentido de que 
la misma afirma que sin importar las acciones del propietario la opción de renovación del contrato 
de arrendamiento mercantil debe ser respetada, todo lo cual tiene suprema importancia ya que no 
se le otorga jerarquía a las acciones del propietario y/o arrendador, por lo cual se entendería que 
bajo la pregunta objeto de investigación, en todo caso debe ser respetado el derecho de renovación 
 
del contrato de arrendamiento comercial del arrendatario en Colombia, bajo una conjeturada 
aplicación de la sentencia extranjera previamente citada. 
3. Contenido axiológico del derecho de renovación en el contrato de arrendamiento 
comercial  
El arrendatario de un contrato de arrendamiento de local comercial por regulación de los 
artículos 518 y subsiguientes del Código de Comercio tiene derecho a la renovación del contrato, 
ocupando el inmueble no menos de 2 años consecutivos, norma de carácter imperativo acorde al 
artículo 524 del Código de Comercio, es decir, “No producirá efectos ninguna estipulación de las 
partes” (Código de Comercio Colombiano, 1971).  
No obstante, Lisandro Peña Nosa (2014) es claro al desglosar el derecho de renovación del 
contrato de arrendamiento comercial:  
El artículo 518, inciso 1 del Código de Comercio otorga al arrendatario el derecho de 
renovar el contrato de arrendamiento, siempre que se cumplan los siguientes 
presupuestos:  
1) El empresario debe haber ocupado el inmueble por un término no inferior a dos          
años, de manera consecutiva y a título de arrendatario.  
2) El inmueble debe haber sido destinado para los fines de la empresa, esto es, haber 
sido un mismo establecimiento de comercio destinado a una misma actividad.  
3) El arrendatario debe haber cumplido todas las cláusulas del contrato de 
arrendamiento.  
4) Puede existir solicitud de restitución del bien por parte del arrendador para 
destinarlo para su vivienda o para el funcionamiento de un establecimiento de comercio 
sustancialmente diferente al del arrendatario, o para demolerlo o realizar una nueva 
edificación.  (p.297) 
    Ahora bien, el derecho a la renovación se encuentra debidamente fundamentado en que, de 
acuerdo con Baena (2013) “el comerciante crea una nueva riqueza, tolerando que la competencia 
desleal minimice esa fuente de trabajo constituida por la empresa, dicha protección se concreta por 
medio del derecho a la renovación del contrato de arrendamiento a su vencimiento” (p.38).  
De lo anterior, resulta pertinente aclarar que, la norma es clara en cuanto a establecer que el 
derecho es a la renovación del contrato, mas no a la prórroga del mismo, al respecto el concepto 
de renovación es aclarado por Peña (2014) “Renovar significa reanudar, poner de nuevo, o 
 
reemplazar una cosa. Jurídicamente significa que hay un nuevo contrato o que se cambian las 
condiciones inicialmente pactadas por las partes” (p.132). Mientras que, por el contrario, el mismo 
autor afirma: “Prórroga significa continuación de una cosa por un tiempo determinado. 
Jurídicamente significa mantener el contrato existente, con todas sus consecuencias y efectos, bajo 
las mismas condiciones y precio” (p.132).   
Para efectos de lo anterior, la autora considera que, resulta pertinente aludir a algunos principios 
que abordan el contrato de arrendamiento comercial, en específico al derecho de renovación del 
mismo, siendo primordial el principio de la autonomía de la voluntad privada, afirmando al 
respecto Gual (2015): 
La libertad contractual permite a los contratantes, elegir las partes, el contenido, el tipo y 
forma del negocio, así como disciplinar la responsabilidad, tratándose del poder que el 
derecho de obligaciones da a las partes para satisfacer su interés mediante la celebración 
de contratos; sin embargo, tampoco es absoluto y está sometido a unos límites 
representados por el orden público y, dentro de éste, las normas imperativas y las 
buenas costumbres. (p.42). (Negrilla no es del original).  
Al respecto, Peña (2014), establece las características del principio de la autonomía de la 
voluntad privada:  
- Toda persona es libre de contratar o no hacerlo; nadie está obligado a celebrar negocios 
con otra persona.  
-  Mediante la celebración de negocios, los individuos crean efectos jurídicos dirigidos a 
regular sus propios intereses, teniendo como única restricción el orden público y las 
buenas costumbres.  
-  En la interpretación de cualquier negocio jurídico, debe atenerse a la intención de las 
partes más que al tenor literal de las palabras (p.15) (Negrilla no es del original)  
Lo anterior, fundamentado en que, y como se citó previamente, para que al arrendatario le sea 
otorgado el derecho de renovación “debe haber cumplido todas las cláusulas del contrato de 
arrendamiento”. (Lisandro Peña Nosa, 2014, p.297). Clausulado que las partes dentro de su 
autonomía negocial declaran tener un entendimiento total de los términos y condiciones pactadas.  
Adicionalmente, es de resaltar que la autonomía de la voluntad privada encuentra como límite 
para su aplicación el ordenamiento jurídico, por lo cual, aplicado el caso en concreto y bajo el 
 
tenor del artículo 524 del Código de Comercio, el derecho de renovación no es renunciable ni por 
acuerdo de las partes.  
Téngase en cuenta que el objeto de la presente investigación recae sobre el arrendamiento de 
bienes inmuebles brindados en concesión al concesionario, por lo cual es pertinente encontrar y/o 
aludir un punto de choque respecto del derecho privado, que regula la relación arrendador y 
arrendatario y derecho público que reglamenta la relación entre el Estado y el concesionario, al 
respecto Peña (2014), indica:  
Estas limitaciones a la autonomía de la voluntad no solo son de carácter legal sino también 
administrativo, por el aspecto económico, pues las crisis de los últimos decenios hacen 
necesaria la intervención del Estado para evitar especulaciones, preservar la seguridad 
económica y brindar a los ciudadanos bienes que la iniciativa privada no ha sido capaz o 
no ha querido producir” (p.15). (Negrilla no es del original). 
Es pertinente recalcar lo mencionado con anterioridad, en el sentido de fundar el origen del 
derecho de renovación del contrato de arrendamiento comercial, el cual era brindar protección 
económica al arrendatario que ha creado una imagen frente a su clientela,  y ese es el punto que 
protege el Estado respecto de la autonomía de la voluntad, la protección económica, razón por la 
cual y como una potencial justificación para brindar una conclusión, se podría decir que bajo el 
tenor literal de lo citado con anterioridad el Estado debe respetar el derecho de renovación de un 
contrato de arrendamiento comercial cuando el bien objeto de arrendamiento es un inmueble 
brindado por este último en concesión, ya que, el Estado tiene la obligación de garantizar y/o cuidar 
la seguridad económica, que como se ha dicho es el fundamento del derecho de renovación, razón 
por la cual la autonomía de la voluntad no puede transgredir dicha protección.    
Posteriormente, la buena fe contractual, desarrollada entre otros, por el artículo 871 del Código 
de Comercio, pero explicada por Hinestrosa (2007), así “se trata de un principio de solidaridad 
contractual que se especifica en hacer lo posible para proteger el interés de la contraparte dentro 
de los límites de un sacrificio apreciable y el de lealtad en la interpretación del contrato” (p.43).  
En relación, aclara Peña (2014), lo siguiente: “Los contratantes deben sujetarse ante todo a las 
normas que por naturaleza son inderogables y que afectan el orden público” (p.22).  Lo anterior, 
nuevamente otorga justificación a la protección del derecho de renovación comercial, tratándose 
de que esta se trata de una norma de carácter imperativo. Es decir, la buena es una actuación que 
se presume por las partes contratantes, materializada en este sentido, bajo el entendido de que las 
 
partes dentro de cada extremo contractual deben adaptarse a las leyes y a las buenas costumbres, 
sin que sea legal y honesto justificar comportamientos y/o modificaciones contractuales en 
documentos que contraríen la ley, justificados en el principio de la autonomía de la voluntad 
privada. 
De lo anterior, es de aclarar que el límite de la autonomía de la voluntad privada se justifica en 
el principio de la buena fe, teniendo en cuenta que este último mismo exige el cumplimiento de 
las normas.  
El principio del abuso del derecho lo justifica Peña (2014) “Para mantener la justicia contractual 
a fin de evitar los desequilibrios excesivos del contenido contractual, es decir, para mantener el 
equilibrio normativo o de los derechos y obligaciones de las partes, bajo una idea de lealtad y 
buena fe negocial” (p.34). y según el mismo autor, se requiere: 
1. Que exista una conducta lícita, autorizada de forma expresa en el derecho sea como 
principio o regla jurídica  
2. Que se use de forma contraria la norma desde las finalidades en ella incorporadas.  
3. Que exista un nexo e imputabilidad entre la actuación de la persona y la 
configuración del abuso del derecho.  (p.30).  
Adicionalmente, Arturo Valencia Zea (1978) establece como se puede hacer efectivo el 
principio del abuso del derecho, así: “En ese sentido tan sólo es necesario que se acredite la 
desviación del derecho de sus fines individuales o sociales, aunque no pueda imputarse culpa al 
titular. Por consiguiente, la responsabilidad que se deriva del abuso es responsabilidad objetiva” 
(p.342):  
Posteriormente, el principio del enriquecimiento sin causa se encuentra definido por Planoil, 
siendo citado por Peña: “El enriquecimiento sin causa es un enriquecimiento ilícito, porque no 
tiene causa y no sería permisible que quien se haya enriquecido sin causa, pretenda conservarlo” 
(p.46), el mismo autor considera “En virtud del principio de equidad, nadie podrá enriquecerse a 
expensas de otro” (p.48).  
La autora considera que, el principio de enriquecimiento sin causa se entendería materializado 
dentro del campo de estudio de la presente investigación cuando por ejemplo, se realiza un otrosí 
modificatorio a las condiciones inicialmente pactadas en el contrato de arrendamiento comercial, 
en el sentido de que el comerciante renuncie al derecho de renovación del contrato, generando un 
fraude a la ley imperativa, una posible pérdida del arrendatario frente a su clientela y un posible 
 
enriquecimiento del arrendador al final del término pactado del contrato, al hacer entre otras cosas 
un local comercial cuya actividad comercial se relacione con la que realizaba el arrendatario.  Es 
de especificar que, el arrendador se estaría apropiando sin justa causa del trabajo de acreditación 
del local comercial realizado con esfuerzo del arrendatario.  
Finalmente, resulta pertinente el principio Non Venire Contra Factum Proprium, que se traduce 
como teoría de los actos propios, al respecto el profesor Eddy R. Ramírez (2019) afirma “No es 
autónomo ni original; de hecho, es un principio derivado de otro, que es la base de la confianza de 
cualquier sociedad: el principio de la buena fe.” (p.117). El mismo autor define el principio así: 
“La más frecuente forma de conceptuarlo se basa en la calidad de prohibición, o sea, en su principal 
obligación de no hacer y observar coherencia entre las actuaciones ante terceros” (p.117). Además, 
se trata de: “Obligación de no dañar a terceros y es más una teoría que obliga a “no hacer”, a evitar 
dañar a terceros con los cambios de parecer que se apartan de la buena fe.” (p.117).  
Lo anterior, concordante con el objeto de investigación bajo el entendido de que podría 
entenderse prorrogado el contrato, por los actos propios de cada una de las partes (arrendador y 
arrendatario) por una parte uno sigue ejecutando el contrato, y la otra sigue recibiendo a 
satisfacción la remuneración por el uso y goce del bien objeto de arrendamiento.  
4. Principios desde el derecho administrativo 
Ahora bien, y tratándose de que el objeto de la presente investigación se justifica en el 
arrendamiento de bienes objeto de un contrato de concesión es pertinente citar algunos principios 
de la contratación estatal, que pueden llegar a justificar una pugna de principios, con relación a los 
previamente citados y aplicables en el marco del derecho privado.  
Al respecto, Martha Lucia Bahamón cita una sentencia de la Corte Constitucional que afirma:  
Dada la evolución en materia de contratación pública y de las condiciones bajo las cuales 
los particulares contratan con el Estado, ya no se está ante reglas que buscan morigerar el 
poder exorbitante del Estado, sino ante reglas que pretenden satisfacer los principios que 
orientan la función administrativa, previstos en el artículo 209 de la Carta (igualdad, 
moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad), y que imponen a las 
Entidades Estatales asegurar el cumplimiento de tales principios en los contratos que 




     Adicionalmente, el principio de la buena Fe:  
La buena fe como principio es de raigambre constitucional y absoluto, entendido como 
aquel […] que exige a los particulares y a las autoridades ajustar sus comportamientos a 
una conducta honesta, leal y conforme con las actuaciones que podrían esperarse de una 
“persona correcta (vir bonus)”. Así la buena fe presupone la existencia de relaciones 
recíprocas con trascendencia jurídica, y se refiere a la “confianza, seguridad y credibilidad 
que otorga la palabra dada (p.22).  
De lo anterior, es de reiterar que no hay un principio de la contratación estatal, que como se dijo 
anteriormente son taxativos, que fundamente la no aplicación de una norma imperativa fundada 
bajo las capacidades exorbitantes del Estado, por lo cual, no existiría un posible choque frente a 
principios del derecho privado y el público.  
Téngase en cuenta que y tal como lo establece la Sentencia C-250-1996: “Características del 
contrato de concesión (…) b). Se refiere a un servicio público o a una obra destinada al servicio o 
uso público” (Corte Constitucional, 1996, p.10). Es decir, al ser el objeto del contrato de concesión 
un bien fiscal, el mismo va a seguir siendo destinado al servicio público y explotado 
económicamente. Adicionalmente, es de aclarar que como lo afirma Vallejo (2016): “en cuanto al 
carácter principal del contrato administrativo, es decir, aquellos que subsisten por sí mismos, no 
hay debate” (p.39). 
Pese a lo anterior, Julián Pimiento (2019) afirma:  
La jurisprudencia considera de manera general que las administraciones públicas 
disponen de una libertad en cuanto a la elección del tipo contractual de la explotación de 
los bienes de uso público, y solo estarán prohibidos los contratos que comportan una 
obligación de transferir la propiedad (p.19). 
De lo anterior, es pertinente realizar una aclaración y es que, según el concepto de la autora, y 
como se justifica más adelante existen doctrinantes que tienen un concepto errado respecto del 
objeto del contrato de arrendamiento, que como bien se ha dicho, por medio del mismo se entrega 
a un tercero (arrendatario) el uso y goce respecto de un inmueble, mas no la propiedad, ya que no 
existe una formalización del traspaso sometido ante registro en la oficina correspondiente.  
Al respecto, la Sección Tercera del Consejo de Estado (2016) sostiene lo que justifica la autora, 
así:   
 
Si bien el contrato de arrendamiento conlleva actos de administración y no de disposición, 
por cuanto quien arrienda no transfiere el dominio del bien, dicho acuerdo se caracteriza 
porque confiere al arrendatario el derecho de uso y goce exclusivo, el cual se encuentra 
amparado por la ley frente a cualquier clase de perturbación o impedimento, de 
conformidad con los arts. 1988, 1989 y 1990 del Código Civil. De manera que no es posible 
conferir a una persona el uso y goce exclusivo de un bien de uso público, porque es 
contrario a su propia naturaleza y finalidad, toda vez que, por disposiciones 
constitucionales y legales, los derechos a su uso y goce pertenecen a toda la comunidad. 
(…) El denominado "contrato de arrendamiento" por la Corte Constitucional, debe 
garantizar en forma efectiva el cumplimiento de las finalidades públicas a las cuales está 
destinado un bien de uso público, esto es su incorporación al uso y goce de la comunidad 
(…) de allí que algunos doctrinantes sostienen que el contrato de arrendamiento "no es a la 
postre nada distinto a la venta temporal del uso de un bien" (p34) (Negrilla no es del 
original).  
5. Bienes fiscales y bienes de uso público  
Es de recordar que el objeto de la presente investigación recae frente a bienes fiscales brindados 
bajo la modalidad de concesión, cuya diferencia primordial con relación a los bienes de uso 
público, recae frente a la orientación de otorgar un bienestar social, así lo afirma la Sentencia C-
183 (2003):  
Pueden ser por naturaleza o por el destino jurídico, se caracterizan por pertenecer al Estado 
o a otros entes estatales, estar destinados al uso común de todos los habitantes, y por 
encontrarse fuera del comercio, ser imprescriptibles e inembargables. Están definidos en la 
ley como aquellos que “su uso pertenece a todos los habitantes de un Territorio, como el 
de calles, plazas, puentes y caminos, se llaman bienes de la Unión o de uso público o bienes 
públicos del Territorio” (P.2) 
  Por el contrario,  
 Los bienes fiscales o patrimoniales se encuentran destinados a la prestación de 
servicios públicos que la administración utiliza de forma inmediata, como por ejemplo los 
edificios en que funcionan las oficinas públicas. Dentro de esta clase de bienes, también se 
encuentra lo que se denomina bienes fiscales adjudicables, que son aquellos que la Nación 
 
puede traspasar a los particulares que cumplan con las exigencias establecidas en la ley. 
(p.23). (Negrilla no es del original). 
  El Consejo de Estado es claro al brindar una diferencia fundamental frente uno y otro, así:  
Respecto de lo primero, o sea de los derechos que comprenden, debe tenerse en cuenta que 
los bienes de uso público son de propiedad del Estado, quien los administra, protege y 
reglamenta su uso, sin que puedan ser objeto de actos o negocios jurídicos que impliquen 
la limitación de su uso y disfrute por los ciudadanos. En tanto que, por este aspecto, los 
bienes fiscales se caracterizan porque el Estado es titular del derecho de dominio similar al 
que se ostenta respecto de los bienes particulares, que implican su uso, goce y disposición. 
(Sala de lo Contencioso administrativo del Consejo de Estado, 2014, p.32)  
     Ahora bien, es necesario establecer si un bien fiscal es susceptible de ser otorgado en concesión 
a un particular, para lo cual es pertinente citar la definición del contrato de concesión que brinda 
la Ley 80 de 1993:  
Son contratos de concesión los que celebran las entidades estatales con el objeto de otorgar 
a una persona llamada concesionario la prestación, operación, explotación, organización o 
gestión, total o parcial, de un servicio público, o la construcción, explotación o 
conservación total o parcial, de una obra o bien destinados al servicio o uso público, así 
como todas aquellas actividades necesarias para la adecuada prestación o funcionamiento 
de la obra o servicio por cuenta y riesgo del concesionario y bajo la vigilancia y control de 
la entidad concedente, a cambio de una remuneración que puede consistir en derechos, 
tarifas, tasas, valorización, o en la participación que se le otorgue en la explotación del 
bien, o en una suma periódica, única o porcentual y, en general, en cualquier otra modalidad 
de contraprestación que las partes acuerden. (Ley 80,1993, Art. 32). (Negrilla no es del 
original).  
     Ahora, con el fin de establecer la naturaleza de los bienes fiscales para conocer si los mismos 
son susceptibles de ser objeto de un contrato de concesión, el Consejo de Estado sostiene:  
No obstante lo anterior, esta Corporación ha sostenido que el contrato de concesión no 
necesariamente debe circunscribirse, en su objeto, a las tres modalidades enunciadas, en 
tanto que el contrato de concesión no sólo se celebra para las prestación de servicios 
públicos sino también para la explotación de bienes o actividades que constitucional o 
legalmente se hayan asignado al Estado o cualquiera de las entidades públicas, porque 
 
al fin y al cabo cualquiera que sea su naturaleza, siempre tendrá una finalidad de 
servicio público. (Sala de lo Contencioso administrativo del Consejo de Estado, 2014, 
p.34) (Negrilla no es del original). 
     De lo anterior, es claro que pese a la diferencia respecto de los bienes fiscales y bienes de uso 
público ambos tienen una finalidad que como describe el Consejo de Estado, es la destinación al 
servicio público, razón por la cual y de conformidad con la definición del contrato de concesión 
brindada por la Ley 80 de 1993, que establece que el contrato recae “frente a bienes destinados al 
servicio o uso público” (Ley 80,1993, Art. 32) y como se mencionó con anterioridad, los bienes 
fiscales se encuentran destinados a la prestación de servicios públicos.  
     Adicionalmente, y a modo de ejemplo, la autora considera pertinente citar un caso del Consejo 
de Estado que establece:  
El matadero municipal de Ubaté objeto del contrato que las partes denominaron de 
arrendamiento y por cuya terminación hoy se demanda, se encuentra revestido de las 
características propias de un bien fiscal, en tanto que i) es el Estado quien detenta el 
derecho de dominio, b) la razón de ser del matadero es la prestación de un servicio 
encomendado al Municipio, según lo prevé el ya mencionado Decreto 77 de 1987 que viene 
de verse y, por último, c) la vocación de dicha instalación no es la de servir al uso y goce 
de la colectividad sino que exclusivamente – el uso y goce - pertenece a la entidad pública 
que administra el bien, en este caso al municipio de Ubaté. 
(…) 
Encuentra la Sala que el contrato que celebraron el municipio de Ubaté y la sociedad 
Productora de Carnes Ubaté Ltda., el 23 de diciembre de 1997, corresponde ciertamente 
a un contrato de concesión y no a uno de arrendamiento (…) En el presente asunto se 
reitera que el contrato que celebraron el municipio de Ubaté y la sociedad Productora de 
Carnes Ubaté Ltda., era de concesión, razón por la cual se hacía indispensable adelantar el 
procedimiento administrativo de selección del contratista bajo la modalidad de licitación 
pública, según las reglas establecidas en el artículo 30 de la Ley 80 de 1993. (Sala de lo 
Contencioso administrativo del Consejo de Estado, 2014, p.34) (Negrilla no es del 
original). 
     Es evidente que fue otorgada una prevalencia a la realidad respecto de la forma que las partes 
en su momento quisieron brindar, teniendo en cuenta que el bien objeto del contrato que las partes 
 
llamaron de arrendamiento se caracterizaba por ser fiscal, por lo cual y según las citas que 
anteceden es procedente que un bien fiscal sea brindado en concesión a un particular.  
6. Coligamiento negocial 
La autora considera competente realizar una revisión del concepto del coligamiento negocial. 
Lo anterior, toda vez que para el objeto de investigación interviene un contrato de concesión que 
otorga al concesionario la facultad de explotar económicamente un bien fiscal, por ejemplo, 
mediante un contrato de arrendamiento, por medio del cual se otorga el uso y goce de un espacio.  
Al respecto, el concepto de coligamiento negocial lo define la Corte Suprema de Justicia, en 
sentencia fechada el 15 de noviembre de 2017, así:  
Trátase de la utilización práctica de las diferentes tipologías contractuales, que se enlazan 
para conformar una unidad negocial inescindible, de modo que surgen entre las diversas 
formas aplicadas una relación ya sea de mutua dependencia, de subordinación, todo en 
procura de facilitar el intercambio de bienes y productos, la prestación de servicios y el 
crédito. (p.18).  
(…) 
Es lo que la doctrina y la jurisprudencia han dado en designar como, entre muchas otras 
locuciones, unión, coligamiento o vinculación de contratos, figura que supone una 
pluralidad de ellos que, sin perder su fisonomía y autonomía propias, se conjugan para la 
efectiva realización de una operación económica, que sólo de esta manera puede obtenerse. 
(p.19).  
  La sentencia previamente citada es clara al especificar cuando se da el coligamiento negocial:  
El coligamiento de contratos se da cuando hay lugar a la celebración de dos o más 
convenciones, cada una sometida a las normas que la regulan y dirigida al fin que la 
caracteriza, pero que sirven a un propósito que las supera y arropa, cuyo logro sólo es 
posible en virtud de su armónica conjunción. (p.28).  
(…) 
La definición de una coligación depende, entonces, de la existencia de una causa supra 
contractual relativa a la operación negocial que, en definitiva, persiguen los interesados, 
 
claramente indicativa de que los contratos agrupados están llamados a actuar como un todo, 
y no aisladamente; y del mantenimiento de las causas propias de los convenios añadidos, 
independientemente considerados (p.29).  
     De acuerdo con lo anterior y bajo aplicación literal del concepto del coligamiento negocial, se 
podría entender que cuando existe un bien en arrendamiento objeto de un contrato de concesión, 
se daría un coligamiento negocial, ya que una causa depende de la otra. Sin embargo, la misma 
sentencia afirma: “El coligamiento no es la simple suma de unos elementos aislados. Es su 
relacionamiento, para hacerlos actuar conjunta y armónicamente” (Corte Suprema de Justicia, 
2017, p.31).  
     Por lo anterior, para que exista una conexidad entre contratos coligados, es necesario:   
 Las personas vinculadas a la cadena, están obligadas, en primer lugar, a celebrar de forma 
coordinada la totalidad de los contratos que se requieren para la debida configuración 
de la red, lo que deben hacer con plena sujeción al proyecto de negocio pretendido; y, 
en segundo término, a mantener el adecuado funcionamiento del sistema así constituido, 
por todo el tiempo que corresponda. (p.32). (Negrilla no es del original). 
     Téngase en cuenta la diferencia que existe entre un(os) contrato(s) coligado(s) frente al 
principio que afirma que lo accesorio sigue la suerte de lo principal, para el caso que nos compete, 
el contrato de arrendamiento es principal, pues no depende de otro para existir, así lo afirma el Dr. 
Lisandro Peña Nossa (2014) “Contrato de arrendamiento de local comercial (…) 4. Características: 
son características las siguientes: (…) Principal: porque existe independientemente de 
cualquier otra forma contractual” (p.291). (Negrilla no es del original).  
     De acuerdo con lo anterior, el contrato de arrendamiento no podría depender de cualquier otro 
contrato, ya que el mismo se caracteriza por ser principal, pese a esto y para el caso objeto de 
investigación, a pesar de no ser accesorio, se trata de un contrato coligado a un contrato de 
concesión, específicamente a la temporalidad de este último, ya que el contrato de concesión es el 
que faculta al arrendador, para actuar en dicha calidad, lo que no genera una oponibilidad frente al 
contrato de concesión, pues como bien se ha dicho, el contrato de arrendamiento produce efectos 
inter partes.  
 
 
7. Los derechos del estado, el concesionario y/o arrendador y el arrendatario 
7.1. Respecto del contrato de concesión 
     La ley 80 de 1993 es clara al brindar a las entidades estatales y a los contratistas de estas últimas 
una serie de derechos y obligaciones dentro de la contratación estatal. Adicionalmente, el numeral 
cuarto del artículo 32 de la Ley 80, igualmente es amplio en señalar el objeto del contrato de 
concesión y las facultades brindadas al concesionario. 
     En ese sentido, la Ley 80 de 1993 al definir el contrato de concesión establece una serie de 
facultades otorgadas al concesionario, donde se instituyen entre otras, las siguientes:  
 Operación, explotación, organización o gestión, total o parcial, de un servicio público, o 
la construcción, explotación o conservación total o parcial, de una obra o bien destinados 
al servicio o uso público, así como todas aquellas actividades necesarias para la adecuada 
prestación o funcionamiento de la obra o servicio por cuenta y riesgo del concesionario 
(Ley 80, 1993, Art. 32).  
     Por lo cual, y para el caso que le compete a la presente investigación, se resalta la facultad de 
explotación que permite al concesionario el aprovechamiento del bien y/o espacio brindado en 
concesión bajo su propio riesgo.  
     De acuerdo con lo anterior, y de conformidad con la explotación del espacio brindado en 
concesión, el concesionario se entendería facultado para brindar en arrendamiento un espacio del 
bien objeto de concesión a un tercero, bajo el entendido de que esta facultad en mención le permite 
ser arrendador de un bien fiscal.  
7.2. Respecto del contrato de arrendamiento 
     Teniendo en cuenta que para el caso que nos compete se realiza un contrato de arrendamiento 
donde una de las partes, en este caso el arrendatario es un comerciante, a su vez este último también 
está facultado con derechos y obligaciones que debe acatar para darle cumplimiento a las 
estipulaciones contractuales y cobijarse de los derechos que la ley en su calidad de comerciante le 
brinda.  
     Por lo anterior, tanto arrendador (concesionario) y arrendatario tienen derechos. Entre otros el 
arrendatario tiene derecho a:  
 
     I). Uso y goce de la cosa arrendada: al respecto Lissandro Peña (2014) instaura “El arrendatario 
debe usar el inmueble según los términos expresos del contrato o según resulte del espíritu del 
mismo”. (p. 295).   
     La autora considera que, del derecho que antecede se desprende la obligación de saneamiento 
que tiene el arrendador respecto de su arrendatario, ya que debe garantizar el uso y goce del bien 
arrendado, al menos por el término del contrato suscrito.  
     II) Renovación del contrato de arrendamiento, lo anterior en los términos del artículo 518 y 
subsiguientes del Código de Comercio, que como se ha mencionado previamente procede una vez 
se ocupe el inmueble objeto de arrendamiento por al menos dos años consecutivos, entre otros.  
     III). Derecho de preferencia: Definido por Lissandro Peña (2014) así:  
Cuando no se renueve el contrato porque el arrendador deba hacer reparaciones 
necesarias, reformas, reconstruirlo o demolerlo para construir una nueva obra, el 
arrendatario desahuciado tendrá derecho a que se le prefiera en igualdad de 
circunstancias, a cualquier otra persona en el arrendamiento de los locales reparados, 
reconstruidos o de la nueva edificación (p. 298).  
     IV) Derecho de indemnización: El cual se funda según César Gómez, citado por Peña (2014), 
así:  
 Con el objeto de impedir que el arrendador abuse del derecho a impedir la renovación 
del arrendamiento (..) utilizándolo con la sola finalidad de hacer cesar el contrato y 
obtener la restitución del local; o, en su caso, con el de sancionar el desconocimiento por 
el arrendador del derecho preferencial que le confiere el artículo 521 al arrendatario (…). 
(p.299).  
     Por su parte el arrendador posee los siguientes derechos:  
     I). Recibir el pago por el uso y goce del bien brindado en arrendamiento  
     II). A la restitución de la cosa: Derecho que debe ser ejercido mediante el desahucio, de 
conformidad con el artículo 520 del Código de Comercio.  
     III). Reajuste del canon 
 
     De acuerdo con lo anterior, es de mencionar que de acuerdo con el Código Civil:  
El arrendamiento es un contrato en que las dos partes se obligan recíprocamente, la una 
a conceder el goce de una cosa, o a ejecutar una obra o prestar un servicio, y la otra a pagar 
por este goce, obra o servicio un precio determinado. (Código Civil, 1873, Art. 1973). 
(Negrilla no es del original). 
     La autora recalca lo que menciona el Código Civil en el sentido que afirma que el contrato de 
arrendamiento obliga a las partes recíprocamente, por lo cual es deducible que el contrato tiene 
efecto inter partes, luego el mismo no es oponible respecto de terceros, generando únicamente 
efectos personales, así lo afirma la Corte Suprema de Justicia:  
Las convenciones no tienen efecto sino entre las partes contratantes, suele indicarse. 
Desde luego que si el negocio jurídico es, según la metáfora jurídica más vigorosa que 
campea en el derecho privado, ley para sus autores (pacta sum servanda), queriéndose 
con ello significar que de ordinario son soberanos para dictar las reglas que los regirá,  
asimismo es natural que esa “ley” no pueda ponerse en hombros de personas que no 
han manifestado su consentimiento en dicho contrato,  si todo ello es así,  repítese, al 
pronto se desgaja el corolario obvio de que los contratos no pueden ensanchar sus lindes 
para ir más allá de sus propios contornos,  postulado que universalmente es 
reconocido con el aforismo romano res inter allos acta tertio neque nocet neque 
prodest. Aun así, en los ordenamientos jurídicos que como el nuestro no tienen norma 
expresa que lo diga, pero que clara y tácitamente enfunde de lo dispuesto en el artículo 
1602 del código civil, pues al equiparar el contrato a la ley, pone de manifiesto que esa 
vigorosa expresión de la fuerza del convenio lo es para las partes que han dado en 
consentirlo. Y por exclusión, no lo puede ser para los demás.  El contrato, pues, es asunto 
de contratantes, y no podrá alcanzar intereses ajenos.  Grave ofensa para la libertad 
contractual y la autonomía de la voluntad fuera de otro modo.  El principio de la relatividad 
del contrato significa entonces que a los extraños ni afecta ni perjudica; lo que es decir, el 
contrato no los toca, ni para bien ni para mal (Corte Suprema de Justicia, 2005, P. 9). 




     La investigación permite reconocer aspectos de suprema relevancia y un choque por un lado de 
una norma de carácter imperativo, como lo es el derecho de renovación del contrato de 
arrendamiento comercial frente al principio pacta sum servanda y res inter allos acta, que definen 
que el contrato es ley para las partes y que las mismas no pueden extralimitarse respecto de lo 
pactado. De acuerdo con los argumentos previos, la autora considera que, es fundamental a la hora 
de celebrar un contrato de arrendamiento comercial cuyo objeto sea un bien fiscal otorgado al 
arrendador en concesión, mencionar dentro de las consideraciones del contrato que el mismo surge 
de acuerdo con un contrato de concesión con un término limitado.  
     Para el caso de la presente investigación, el contrato de concesión otorgado a un concesionario 
le permite a este último brindar a un tercero un bien fiscal en arrendamiento, con el fin de explotar 
económicamente el bien y/o espacio brindados en concesión, siendo así y pese a que se trata de 
contratos separados (concesión y arrendamiento comercial) con diferentes objetos, estipulaciones 
contractuales, partes, y pese a que el contrato de arrendamiento es un contrato principal, es decir 
no depende su ejecución de ningún otro, este último es un contrato coligado respecto del contrato 
de concesión, ya que la concesión legitima al concesionario para celebrar un contrato con un 
tercero en calidad de arrendador y para que este tercero y/o arrendatario pueda usar y gozar un 
bien fiscal.  
     En ese orden de ideas, al ser un contrato de arrendamiento, ley para las partes y oponible 
únicamente para las mismas, genera oponibilidad entre las mismas, es decir derechos personales y 
no, derechos reales que permitirían que el contrato fuera oponible erga omnes. 
     Por lo anterior, y para brindar una respuesta a la pregunta de investigación resulta evidente que 
el derecho de renovación mercantil en ningún caso es renunciable, porque como lo expresa la ley 
comercial el mismo es imperativo. Pese a lo anterior, y al ser el contrato de arrendamiento 
comercial un contrato coligado respecto del contrato de concesión, el derecho de renovación se 
mantendrá mientras persista y se encuentre en vigencia el contrato de concesión que permite al 
arrendador actuar en dicha calidad y explotar económicamente el bien fiscal, esto toda vez que el 
arrendador y concesionario (respectivamente) se encuentra sujeto al término de vigencia del 
contrato de concesión y a sus posibles ampliaciones, por lo cual y cobijado en el principio general 
 
que establece que nadie está obligado a lo imposible, este último no podría garantizar un derecho 
de renovación más allá del término de vigencia del contrato de concesión.  
     Debe ser claro que el derecho de renovación se debe garantizar al arrendatario siempre que el 
contrato de concesión tenga una vigencia que cobije el término derecho de renovación, lo anterior, 
ya que como se explicó previamente el derecho de renovación se funda en una garantía económica 
otorgada al arrendatario, para proteger su imagen y su clientela y que el arrendador no se aproveche 
de lo que ha generado el comerciante como fruto de su esfuerzo, de lo contrario el arrendador 
estaría contrariando el principio de buena fe contractual que debe regir en todos los contratos de 
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